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Comité de los Derechos del Niño
		Decisión adoptada por el Comité en virtud del Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones, respecto de la comunicación núm. 162/2021[footnoteRef:1]* [footnoteRef:2]** [1: 	*	Adoptada por el Comité en su 99º período de sesiones (12 a 30 de mayo de 2025).]  [2: 	**	Participaron en el examen de la comunicación los siguientes miembros del Comité: Suzanne Aho, Thuwayba Al Barwani, Hynd Ayoubi Idrissi, Mary Beloff, Rinchen Chophel, Rosaria Correa, Timothy Ekesa, Bragi Gudbrandsson, Mariana Ianachevici, Sophie Kiladze, Cephas Lumina, Faith Marshall-Harris, Benyam Dawit Mezmur, Aïssatou Alassane Sidikou, Zeinebou Taleb Moussa y Benoit Van Keirsbilck.
		De conformidad con el artículo 8, párrafo 1 a), del reglamento del Comité en relación con el Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a un procedimiento de comunicaciones, Philip Jaffé no participó en el examen de la comunicación. Juliana Scerri Ferrante tampoco participó en el examen de la comunicación.] 

	Comunicación presentada por:
	S. K. (representada por el abogado Boris Wijkström)

	Presunta víctima:
	T. A.

	Estado parte:
	Suiza

	Fecha de la comunicación:
	21 de octubre de 2021 (presentación inicial)

	Fecha de adopción
de la decisión:
	19 de mayo de 2025

	Asunto:
	Expulsión de un niño y su madre a Kosovo

	Cuestiones de procedimiento:
	Agotamiento de los recursos internos; falta de fundamentación de las alegaciones; abuso del derecho a presentar comunicaciones; otro procedimiento

	Cuestiones de fondo:
	No devolución; interés superior del niño; educación; injerencia en la vida familiar; separación de los niños de sus padres; nivel de vida

	Artículos de la Convención:
	[bookmark: _Hlk170136619]3, 12, 16 y 37

	Artículos del Protocolo Facultativo
	7 c), d) y f)


1.1	La autora de la comunicación es S. K., nacida en 1979 y de nacionalidad serbia, que actúa en nombre de su hijo T. A., nacido en 2011. Afirma que, al expulsarlos a Kosovo, Suiza vulneraría los derechos que asisten a su hijo en virtud de los artículos 3, 12, 16 y 37 de la Convención. La autora está representada por un abogado. El Protocolo Facultativo entró en vigor para el Estado parte el 24 de julio de 2017. 
1.2	El 25 de octubre de 2021, el Comité, actuando por conducto de su Grupo de Trabajo sobre las Comunicaciones, rechazó la solicitud de medidas provisionales presentada por la autora para que se suspendiera su expulsión a Kosovo.
		Hechos expuestos por la autora
2.1	El 5 de marzo de 1999, la autora huyó del conflicto en Kosovo y solicitó asilo en Suiza. Se le denegó el asilo, pero se le concedió protección subsidiaria. El 7 de febrero de 2008, obtuvo un permiso de residencia (permiso B). Se trasladó a Ginebra, donde trabajó en una estación de servicio hasta julio de 2009, cuando perdió su empleo. El 13 de septiembre de 2011, la autora dio a luz a T. A., fruto de su relación con V. I., y se dedicó al cuidado de su hijo a tiempo completo. El 28 de noviembre de 2013, fue declarada culpable de un delito de venta de bienes robados y condenada a una pena de multa[footnoteRef:3]. El 31 de marzo de 2015, V. I. fue condenado a pagar una pensión alimenticia mensual a la autora[footnoteRef:4]. [3: 		La autora afirma que no tiene otras condenas penales. Sin embargo, en la carta de la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones de 30 de agosto de 2019 se menciona que la autora es objeto de varias investigaciones.]  [4: 		La autora sostiene que T. A. y su padre comenzaron a verse en fines de semana alternos y desarrollaron, según ella, un estrecho vínculo emocional. Esta alegación se basa en una carta del padre de fecha 20 de julio de 2021, pero durante el proceso judicial la autora declaró que su hijo nunca había visto a su padre.] 

2.2	El 21 de octubre de 2014 y el 2 de mayo de 2016, la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones advirtió a la autora de que su permiso de residencia podía ser revocado por su dependencia de la asistencia social, y la instó a hacer todo lo posible por dejar de depender de ella. El 30 de agosto de 2019, la Oficina notificó a la autora su decisión de no renovarle el permiso de residencia debido a su dependencia de la asistencia social entre el 1 de octubre de 2010 y agosto de 2019, que ascendía a un importe de 308.579 francos suizos. Según la Oficina, aunque T. A. asistía a la escuela en Suiza, tenía entonces 8 años y no estaba integrado hasta el punto de no poder adaptarse fácilmente a Kosovo. En respuesta a una pregunta de la Oficina, la autora confirmó que el niño nunca había visto a su padre[footnoteRef:5]. [5: 		Declaración de fecha 17 de marzo de 2016.] 

2.3	El 30 de septiembre de 2019, la autora recurrió la decisión, argumentando que la expulsión sería contraria al interés superior de su hijo y lo aislaría completamente de la vida y el mundo que había construido en Ginebra, que el niño tendría enormes dificultades para integrarse en Kosovo porque no hablaba el idioma y que la expulsión lo traumatizaría psicológicamente. Explicó que los serbios eran una minoría en Kosovo y que existían tensiones étnicas. El 3 de febrero de 2020, el Tribunal Administrativo de Primera Instancia de Ginebra desestimó el recurso, señalando que la autora no había hecho esfuerzos genuinos para encontrar empleo, cuando su hijo de 8 años asistía a la escuela y había obtenido plaza en una guardería ya en agosto de 2014. El tribunal reconoció que el hijo de la autora podría enfrentar algunas dificultades en caso de ser retornado, pero confirmó el razonamiento de la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones de que su nivel de integración en Suiza no era lo suficientemente fuerte como para considerarse profundo o irreversible. Aunque solo hablaba francés, T. A. había acompañado a su madre a Kosovo durante períodos de dos a tres meses, por lo que el idioma no debería serle completamente ajeno. Podía aprenderlo con la ayuda de su madre y su abuela. El tribunal señaló que T. A. no vivía con su padre, el cual tenía un permiso de residencia permanente, y que no mantenía una relación estrecha con él, por lo que no podía acogerse al artículo 8 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Convenio Europeo de Derechos Humanos). El tribunal tomó nota de una decisión de 30 de agosto de 2019 de la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones, que consideraba ejecutable la expulsión de miembros de la minoría serbia a Kosovo. La autora recurrió la decisión.
2.4	El 16 de junio de 2020, la Sala Administrativa del Tribunal de Justicia de Ginebra confirmó la decisión anterior, al considerar que la integración de T. A. en Kosovo sería difícil, pero no imposible a su edad. Aunque la autora negó que sus visitas a Kosovo hubieran durado todo el período abarcado por los visados, el tribunal consideró que durante esas visitas el niño podría haber iniciado una relación con su abuela y otros miembros de su familia, mientras que no mantenía ninguna relación familiar en Suiza, ya que nunca había visto a su padre. La autora recurrió la decisión, reiterando sus argumentos.
2.5	El 20 de octubre de 2020, el Tribunal Federal aceptó examinar el caso de la autora a la luz del artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. No obstante, aun reconociendo que el interés superior del niño de mantener un contacto estrecho con sus padres, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, debía tenerse en cuenta al decidir sobre la proporcionalidad de una medida adoptada en virtud del artículo 8, párrafo 2, del Convenio Europeo de Derechos Humanos, el Tribunal señaló que la autora no estaba integrada en la sociedad, ni profesional ni socialmente, a pesar de su prolongada presencia en el país. Observó que el niño no tenía un derecho de residencia propio, sino un derecho que dependía de su madre. Dado que la autora había perdido su derecho de residencia, se extinguía también el derecho de residencia del niño. El Tribunal concluyó que no se había producido una vulneración del artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos.
2.6	El 30 de abril de 2021, la autora presentó una demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en relación con el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. El 1 de julio de 2021, el Tribunal desestimó la demanda por falta de fundamento, en una decisión de inadmisibilidad no motivada dictada por un juez único. La autora sostiene que la demanda presentada ante el Tribunal no constituye “el mismo caso” porque se refería a la situación de la autora, no a la de su hijo, y porque no invocó los derechos que asistían específicamente al niño en virtud de la Convención sobre los Derechos del Niño.
2.7	El 13 de octubre de 2021, la autora solicitó que se revisara la decisión de revocación de su permiso de residencia. Esta solicitud no tiene efecto suspensivo automático ni posibilidades de prosperar, dado que la autora perdió recientemente su trabajo (al revocarse su permiso B ya no está autorizada a ejercer una actividad remunerada) y vuelve a recibir asistencia social.
		Denuncia
3.1	La autora sostiene que se han vulnerado los derechos que asisten a T. A. en virtud del artículo 3, párrafo 1, de la Convención, ya que los tribunales nacionales no explicaron de qué forma la expulsión del niño era compatible con su interés superior. La Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones y los tribunales de primera y segunda instancia no invocaron el concepto de “interés superior del niño” en sus decisiones. Solo analizaron los derechos de la autora con respeto de su vida privada al amparo del artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, pero no tuvieron en cuenta los derechos que asistían a T. A. en virtud de la Convención sobre los Derechos del Niño. En esencia, la autora había planteado reclamaciones en relación con los artículos 3, 16 y 37 de la Convención. Afirmaba que la expulsión afectaría la salud mental de T. A. porque este había nacido en Suiza, donde había vivido toda su vida; su escuela, sus profesores y sus amigos estaban en Ginebra; tendría grandes dificultades para integrarse en Kosovo, ya que era de origen serbio y no hablaba ninguno de los idiomas oficiales; y sería víctima de acoso y discriminación por su pertenencia a la minoría serbia. Las decisiones adoptadas a nivel cantonal no demuestran que se sopesaran estas consideraciones antes de que se tomara la decisión de expulsar a T. A. Se centraron en su corta edad, que lo ayudaría a integrarse con relativa facilidad en un nuevo contexto. La autora sostiene que su caso no es aislado, puesto que la aplicación por el Estado parte del artículo 3 de la Convención es deficiente en lo tocante a la inmigración y la expulsión[footnoteRef:6]. [6: 		E. A. y U. A. c. Suiza (CRC/C/85/D/56/2018), párr. 7.3; véanse también Tribunal Europeo de Derechos Humanos, M. P. E. V. et autres c. Suisse, demanda núm. 3910/13, sentencia, 8 de julio de 2014, párr. 57; y Tribunal Europeo de Derechos Humanos, El Ghatet c. Suisse, demanda núm. 56971/10, sentencia, 8 de noviembre de 2016, párrs. 52 y 53.] 

3.2	La autora afirma también que se han vulnerado los derechos que asisten a T. A. en virtud del artículo 12 de la Convención, ya que no fue escuchado a pesar de que tenía 10 años, había nacido en Ginebra y había vivido allí toda su vida.
3.3	La autora denuncia que se ha vulnerado el artículo 16 de la Convención puesto que la expulsión “desarraigaría” a T. A. de Suiza, el país que considera su hogar y en el que tiene sus amigos y sus vínculos sociales y culturales, y donde está escolarizado. Este desarraigo constituiría una injerencia en su vida familiar al poner fin a su relación con su padre, residente permanente en Suiza, con quien mantiene un estrecho vínculo afectivo y de quien recibe un apoyo económico regular.
3.4	La expulsión de T. A. constituiría, según la autora, una vulneración del principio de no devolución establecido en el artículo 37 de la Convención, ya que en Kosovo el niño se vería expuesto a la discriminación, el acoso y la violencia interétnica debido a su pertenencia a la minoría serbia. Su vulnerabilidad es aún mayor al tratarse de un niño que no habla serbio ni albanés, y que no dispone de conocimientos culturales, relaciones sociales ni más familia que su madre para ayudarlo. La experiencia en este entorno desconocido y hostil sería traumática, y existe un riesgo real de que sufra daños irreparables.
		Observaciones del Estado parte sobre la admisibilidad y el fondo
4.1	En sus observaciones de 25 de abril de 2022, el Estado parte constata que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos declaró inadmisible la demanda de la autora. A la luz de todas las pruebas que obraban en su poder, el Tribunal concluyó que los hechos denunciados no ponían de manifiesto ninguna vulneración de los derechos y libertades reconocidos en el Convenio Europeo de Derechos Humanos o en sus Protocolos. Consideró que las alegaciones de la autora, en particular su reclamación de que se había vulnerado el artículo 8 del Convenio (derecho al respeto de la vida privada y familiar), eran manifiestamente infundadas en el sentido del artículo 35, párrafo 3 a), del Convenio. En cuanto a la cuestión de si la presente comunicación se refiere a la misma cuestión que la demanda presentada ante el Tribunal, el Estado parte considera que, dado que la autora presentó dicha demanda, le corresponde a ella demostrar que no es el caso. Las meras afirmaciones no son suficientes para aportar información fiable sobre las reclamaciones planteadas. La autora no incluyó la citada demanda en el expediente. Puesto que la demanda no fue notificada al Estado parte para que formulara observaciones, este no tiene conocimiento de su contenido. Es muy poco plausible que la autora evitara presentar ante el Tribunal todas las pruebas de que disponía, incluidas las que hizo valer ante el Comité. Este caso no presenta ninguna complejidad y la argumentación se ha mantenido en gran medida idéntica en todas las etapas del procedimiento. El hecho de que las garantías del Convenio Europeo de Derechos Humanos no conciernan específicamente a los derechos del niño no puede ser suficiente para establecer una diferencia entre los procedimientos, ya que el Tribunal examina a menudo causas desde la perspectiva de esos derechos. El Tribunal se refiere con frecuencia al artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño cuando examina si la expulsión de un niño a su Estado de origen es compatible con el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos[footnoteRef:7]. Existen motivos para considerar que la solicitud presentada ante el Tribunal se refería a la misma cuestión que la comunicación ante el Comité. [7: 		Tribunal Europeo de Derechos Humanos, El Ghatet c. Suisse, párr. 46 y ss.] 

4.2	La autora se remite a una decisión del Comité contra la Tortura en la que este consideró que una decisión del Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la que no se habían indicado los motivos de la conclusión de inadmisibilidad no permitía evaluar en qué medida el Tribunal había examinado el fondo del asunto, y que nada se oponía a un nuevo examen de la cuestión[footnoteRef:8]. Por el contrario, en este caso el Tribunal consideró que, a la luz de las pruebas que obraban en su poder, los hechos denunciados no ponían de manifiesto ninguna vulneración de los derechos y libertades enunciados en el Convenio o sus Protocolos, y que, por consiguiente, esas alegaciones eran manifiestamente infundadas en el sentido del artículo 35, párrafo 3 a), del Convenio. El Tribunal indicó los motivos por los que la demanda, relativa al artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, había sido declarada inadmisible, a saber, por ser manifiestamente infundada. [8: 		D. Z. c. Suiza (CAT/C/71/D/790/2016), párr. 9.1.] 

4.3	De conformidad con la práctica del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la desestimación de una demanda por ser manifiestamente infundada se basa en un examen del fondo del asunto. Las reclamaciones manifiestamente infundadas pueden agruparse en cuatro categorías distintas, a saber, las reclamaciones de “cuarta instancia”, las reclamaciones en las que existe una ausencia aparente u obvia de vulneración, las reclamaciones carentes de fundamento y, por último, las reclamaciones confusas y fantasiosas. Por cuanto se refiere a la segunda categoría, el Tribunal considera que existe una falta manifiesta de fundamento cuando la reclamación del demandante, a pesar de que cumple todas las condiciones formales de admisibilidad, es compatible con el Convenio Europeo de Derechos Humanos y no constituye un caso de cuarta instancia, no pone de manifiesto ninguna vulneración aparente de los derechos garantizados por el Convenio. En esos casos, el Tribunal examina el fondo de la reclamación, concluye que no hay apariencia de vulneración y la declara inadmisible. El Tribunal realizó, en efecto, un examen del asunto en cuanto al fondo, sobre cuya base declaró inadmisible la demanda de la autora. Por lo tanto, la comunicación de la autora debe declararse inadmisible de conformidad con el artículo 7 d) del Protocolo Facultativo.
4.4	El Estado parte señala que no se han agotado los recursos internos respecto de las reclamaciones relativas al aspecto de procedimiento de los artículos 3 y 12 de la Convención, que la autora formula alegando que las autoridades no dieron a T. A. la oportunidad de ser escuchado, no le permitieron comparecer en persona durante el procedimiento y no explicaron de qué forma la expulsión de T. A. sería compatible con el interés superior del niño. De los escritos de la autora ante las distintas autoridades nacionales se desprende claramente que no planteó estas reclamaciones, ni siquiera en cuanto al fondo, ante ninguna de las tres instancias de apelación que examinaron el presente caso. Por tanto, las reclamaciones en cuestión deben declararse inadmisibles por falta de agotamiento de los recursos internos, y el planteamiento de la autora a este respecto raya en la mala fe. Aunque tuvo la oportunidad de presentar todos sus argumentos ante cuatro instancias, la autora concedió muy poca importancia a la situación específica de T. A. En su recurso de apelación de 30 de septiembre de 2019 ante la Tribunal Administrativo de Primera Instancia de Ginebra, de las cuatro páginas dedicadas a la argumentación “jurídica” del escrito, menos de cuatro líneas se referían a las dificultades que T. A. experimentaría, según ella, en caso de ser expulsado a Kosovo.
4.5	En cuanto al artículo 3 de la Convención, el Estado parte señala que el Tribunal Federal se refirió de hecho a esta disposición. La cuestión que se plantea en relación con el aspecto de procedimiento del artículo 3 no es si las autoridades se refirieron expresamente a esta disposición en sus decisiones, sino si tuvieron debidamente en cuenta los diversos aspectos del interés superior del niño en las decisiones adoptadas. Así ocurrió en el presente caso, en particular desde la perspectiva de la proporcionalidad de la medida y su compatibilidad con el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. En su decisión de 30 de agosto de 2019, la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones consideró que, aunque T. A. estaba escolarizado en Suiza, todavía era pequeño. Por lo tanto, su integración no estaba aún tan avanzada como para que ya no fuera capaz de readaptarse a su país de origen y a un sistema escolar diferente. Su corta edad y su capacidad de adaptación eran factores que le permitirían amoldarse a este cambio. Otros elementos de la decisión afectaban indirectamente a la situación de T. A. en caso de expulsión, en particular la integración social y cultural de la autora en su país de origen y el hecho de que la madre de esta todavía estuviera allí. La Oficina hizo indagaciones ante la Secretaría de Estado de Migración respecto a la situación general de la minoría serbia en Kosovo, sobre cuya base consideró que la expulsión era ejecutable.
4.6	En su sentencia de 3 de febrero de 2020, el Tribunal Administrativo de Primera Instancia de Ginebra examinó la situación específica de T. A. Esto puede constatarse, en particular, en el siguiente pasaje: 
	En cuanto al hijo [T. A.], nació en Suiza. Tiene 8 años, cursa 4º de primaria y parece estar bien integrado. No obstante, en este momento está adquiriendo principalmente conocimientos generales que podrá utilizar en su país de origen. Sin minimizar las dificultades que encontrará a su regreso, el tribunal considera, a la vista de todos los elementos que constan en el expediente, que su proceso de integración aún no es tan profundo e irreversible como para que no pueda contemplarse el retorno a su país de origen. Aun suponiendo que [T. A.] solo hable francés, cabe recordar que acompañó a su madre en varias ocasiones a [G.] en estancias de dos a tres meses. La lengua materna de su madre no debe serle completamente ajena. Su corta edad y su escolarización favorecerán el aprendizaje del idioma, y adquirirá rápidamente un nivel que le permita integrarse en la vida social y escolar, con la ayuda de su madre y de su abuela [cita traducida]. 
	El tribunal señaló que la autora mantenía vínculos familiares en su país de origen y que aún era joven. Al gozar de buena salud y hablar el francés con fluidez, podría reintegrarse y utilizar sus conocimientos lingüísticos para encontrar trabajo con mayor facilidad. El tribunal recordó que el padre de T. A debía contribuir a su manutención con un pago mensual de 500 francos suizos, una cantidad cercana al salario mensual medio en Kosovo.
4.7	El Tribunal de Justicia de Ginebra examinó detalladamente todos los elementos del caso. Constató que la autora no había dado ninguna información sobre la vida de su padre y sus hermanos, aunque había indicado que vivían en Kosovo en el momento de su solicitud de asilo en 1999. Si bien los cambios que se habían producido en Kosovo durante su ausencia harían que su reintegración no estuviera exenta de dificultades para ella y para T. A., no impedían en modo alguno dicha reintegración. El tribunal señaló que la autora no tendría menos posibilidades de subsistir y de mantener a T. A. con un empleo remunerado en Kosovo que en Suiza, y que podría contar con el apoyo de su familia, en particular el de su madre, con quien había seguido manteniendo un contacto regular durante su estancia en Suiza y de quien no había afirmado que padeciera alguna enfermedad crónica. En cuanto a la situación específica de T. A., el tribunal la tuvo en cuenta en los siguientes términos:
	[C]on casi 9 años de edad, nació en Ginebra, donde hasta ahora ha cursado la escolaridad obligatoria. Aún no ha entrado en la adolescencia, un período importante para su desarrollo personal, académico y profesional que a menudo conduce a una mayor integración en un entorno determinado. Sin duda, ha mantenido vínculos con su familia en Kosovo, en cualquier caso con su abuela materna, habida cuenta de las tres solicitudes de visado de regreso presentadas por su madre, primero en agosto de 2017 y posteriormente en febrero y junio de 2019, durante las vacaciones escolares. Todos esos visados se solicitaron por un período de dos e incluso de tres meses. Si bien, como se argumenta, la madre y el niño no permanecieron en [G.] todo el período de validez de esos visados, lo cierto es que el niño pudo establecer vínculos con su abuela materna e incluso con otros miembros de la familia [de S. K]. Al contrario, este niño no ha establecido ninguna relación con el único miembro de su familia en Suiza, es decir, su padre, a quien no conoce. La autora afirma que su hijo no habla el idioma de Kosovo, y que ella tampoco. A la edad de casi 10 años, aprender un idioma no parece un obstáculo insuperable para un niño de primaria, ya que los niños tienen un fuerte potencial de adaptación. Aunque se trata sin duda de un cambio significativo, la reintegración de la madre y de su hijo en Kosovo y la continuación de los estudios de este último en ese país no parecen verse comprometidas [cita traducida].
4.8	En cuanto al Tribunal Federal (tercera instancia), este se limitó a destacar algunos aspectos importantes, remitiéndose a la evaluación realizada por la instancia inferior. En la medida en que los dos tribunales que lo precedieron realizaron un examen detallado y minucioso de sus diversos aspectos y que el Tribunal Federal confirmó su evaluación, este planteamiento no puede ponerse en entredicho.
4.9	El Estado parte observa que la reclamación de la autora está formulada de manera muy general y debe considerarse manifiestamente infundada en el sentido del artículo 7 f) del Protocolo Facultativo. La autora afirma que se ha vulnerado el aspecto sustantivo del artículo 3 de la Convención porque las autoridades solo la mencionaron de forma explícita una única vez en las decisiones recurridas. El Estado parte recuerda que la propia autora no hizo referencia a la Convención en todo el procedimiento interno y dio relativamente poca importancia a los aspectos relacionados específicamente con T. A. Las autoridades tuvieron en cuenta todos los aspectos de la situación de T. A. al examinar la proporcionalidad de la medida de expulsión y su compatibilidad con el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos. Al desestimar la ponderación de intereses realizada por las autoridades, la autora no argumenta de forma concreta de qué forma dicho equilibrio contraviene el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño.
4.10	La autora sostiene que actualmente su lugar de origen forma parte de Kosovo, cuyo idioma no habla, y que ya no es el mismo sitio del que ella se marchó. El Estado parte es consciente de que la autora y T. A. enfrentarán ciertas dificultades en caso de regresar. No obstante, T. A. aún es pequeño. Por lo general, se considera que los niños de corta edad se apegan más a sus seres queridos, especialmente a sus padres, mientras que el apego al entorno cobra mayor importancia con la adolescencia. Se trata de una edad en la que aprender nuevos idiomas es relativamente fácil, sobre todo teniendo en cuenta que T. A. no presenta ninguna dificultad particular y puede contar con el apoyo de su madre, su abuela y otras personas de su entorno. Adquirirá rápidamente un nivel lingüístico suficiente que le permitirá integrarse en la vida social y escolar. El serbio está reconocido como uno de los dos idiomas oficiales de Kosovo y goza, por ley, de la misma posición que el idioma albanés. Los factores relativos a la identidad de T. A., así como a su origen étnico y cultural, no indican que la expulsión sea incompatible con el principio del interés superior del niño.
4.11	T. A. fue criado por su madre. Si bien la autora afirma que mantiene un contacto regular y estrecho con su padre, estas alegaciones no son aceptables dado que, durante todo el procedimiento, la autora sostuvo que T. A. no conocía a su padre y nunca lo había visto. La expulsión de T. A. junto con su madre no afecta en modo alguno al entorno familiar en el que creció el niño. La autora no proporcionó ninguna información sobre su padre y sus hermanos y T. A. ya había visitado a su abuela en Kosovo en varias ocasiones, por lo que el entorno familiar se vería preservado en caso de que fueran expulsados a Kosovo.
4.12	En relación con el artículo 37 de la Convención, la autora sostiene que T. A. se vería expuesto a actos de discriminación, acoso y posiblemente violencia interétnica debido a su pertenencia a la minoría serbia de Kosovo. El Estado parte observa que la autora no aporta ningún elemento concreto que respalde sus alegaciones en lo que se refiere a la situación de la minoría serbia en Kosovo, y considera que esta reclamación no está suficientemente fundamentada a los efectos del artículo 7 f) del Protocolo Facultativo. Según una estimación basada en datos de 2010 y 2013, la minoría serbia en Kosovo está integrada por cerca de 146.000 personas, lo que representa un poco menos del 8 % de la población del país. Los miembros de esta minoría se dividen aproximadamente en dos mitades que residen en el norte y el sur del país, respectivamente, y constituyen la mayoría de los habitantes en diez municipios. Con el apoyo de la Unión Europea, en 2013 Kosovo y Serbia concluyeron un acuerdo para crear una comunidad de municipios de mayoría serbia en el norte, con competencias autónomas en materia de desarrollo económico, educación, salud y ordenación del territorio. Se firmaron varios acuerdos sobre la creación de una asociación de municipios serbios, así como sobre energía, telecomunicaciones y la apertura del puente de Mitrovica. La Constitución de Kosovo prohíbe la discriminación por motivos de raza u origen étnico y permite la adopción de medidas transitorias para proteger o promover los derechos de las minorías. La Ley de Protección contra la Discriminación establece un sistema integral de protección contra la discriminación en Kosovo y designa dos entidades, a saber, la Defensoría del Pueblo y la Oficina de la Buena Gobernanza, que dependen del Primer Ministro, como entidades encargadas de examinar los casos de discriminación, promover la igualdad y supervisar la aplicación de las medidas establecidas para combatir la discriminación. El Código Penal contiene disposiciones que tipifican como “actos de odio” los delitos motivados por el origen racial o étnico de la víctima.
4.13	En los primeros seis meses de 2021 se registraron 48 incidentes contra la minoría serbia en Kosovo, concretamente daños a la propiedad, robos, ataques físicos, amenazas y grafitis ofensivos. En septiembre de ese año se detuvo a varias personas sospechosas de atacar a un grupo de serbios kosovares en Mitrovica. Se ha mejorado el acceso a la justicia para la minoría serbia mediante la integración del sistema judicial de los municipios de mayoría serbia en el norte del país y la incorporación de jueces y personal serbio en otros tribunales de Kosovo. La Oficina del Comisionado para las Lenguas supervisa la implementación de la legislación pertinente sobre los idiomas oficiales en Kosovo. Teniendo en cuenta la importancia de la minoría serbia, las diversas medidas adoptadas para combatir la discriminación y el hecho de que, en caso de retorno, las autora y T. A. podrán contar con el apoyo de la madre de la autora y de otros familiares, el Estado parte está convencido de que la expulsión es compatible con el principio del interés superior del niño en lo que respecta a los aspectos relacionados con la seguridad.
4.14	La autora no ha indicado que T. A. sufra problemas de salud o que sea particularmente vulnerable. De sus informes escolares se desprende claramente que está obteniendo buenos resultados, tanto en las materias impartidas como en su comportamiento general. T. A. no presenta ningún estado específico de vulnerabilidad que deba ser tenido en cuenta por lo que se refiere al interés superior del niño.
4.15	De conformidad con las normas jurídicas internacionales, el derecho constitucional de Kosovo garantiza el derecho de las minorías a mantener y desarrollar su cultura e identidad, incluido su idioma. La educación es un aspecto importante de la legislación de Kosovo para la protección y promoción de los derechos de las minorías, incluido el derecho a recibir la educación impartida por el Estado en sus propios idiomas. Los miembros de todas las comunidades tienen derecho a establecer y gestionar sus propias instituciones educativas, para las cuales podrán obtener apoyo público. En la actualidad existen en Kosovo dos sistemas educativos paralelos. Uno de ellos está gestionado por el Gobierno de Kosovo y ofrece instrucción en albanés, turco y bosnio. El otro depende de Serbia y ofrece enseñanza en serbio en seis distritos. Según una estimación, 17.456 alumnos están matriculados en escuelas de lengua serbia, lo que incluye 60 escuelas primarias y 34 centros de secundaria. En el distrito de Peja, donde reside la madre de la autora, hay 3 escuelas primarias y 2 centros de secundaria en serbio. En caso de regresar, la autora podría elegir una escuela en idioma serbio, lo que les permitiría a ella y a su madre apoyar a T. A. durante su período de adaptación a su entorno escolar.
4.16	El Estado parte recuerda que el principio del interés superior del niño no puede prevalecer sistemáticamente sobre otros intereses y exigir que todos los niños estén autorizados a residir en un Estado si su situación allí es más favorable que en su Estado de origen. Dicho principio exige, en cambio, que las autoridades sitúen el interés del niño en el centro de su evaluación, y que le concedan una importancia primordial. De acuerdo con la práctica del Tribunal Federal, la situación de los miembros de una familia no debe considerarse de forma aislada, sino en relación con el contexto familiar general, ya que la familia forma un todo. La cuestión de los hijos es sin duda un aspecto importante del examen de la situación familiar, pero no es el único criterio. El Tribunal Federal ha reiterado la necesidad de evaluar todos los intereses en juego y, en consecuencia, examinar para cada miembro de la familia si la expulsión de Suiza parece una medida proporcionada. El interés privado de la autora y de T. A. en permanecer en Suiza se oponía al interés público de la orden de expulsión. La autora era beneficiaria de la asistencia social desde 2010, cuyo importe ascendía a casi 310.000 francos suizos en el momento de la sentencia del Tribunal de Justicia de fecha 20 de octubre de 2020. Desde que llegó a Suiza en 1999, solo trabajó desde mayo de 2004 hasta 2009, como cajera en una estación de servicio.
4.17	Las autoridades se han mostrado sumamente tolerantes con la autora, advirtiéndola reiteradamente de las consecuencias de una dependencia prolongada de la asistencia social. A pesar de ello, y careciendo de toda formación, la autora no ha tenido ninguna iniciativa desde 2010 salvo tomar clases de francés en 2018 y matricularse en un curso de cinco días de camarera de habitaciones para mejorar sus oportunidades en el mercado laboral. En cuanto a sus solicitudes de empleo, no ha presentado ningún certificado de posibles empleadores que demuestre la seriedad de sus esfuerzos. Ella misma ha declarado en repetidas ocasiones que desde el nacimiento de su hijo le ha resultado imposible desarrollar con éxito su vida profesional. El hecho de que haya criado a T. A. sola no es suficiente para explicar su actitud pasiva durante años. T. A. obtuvo plaza en una guardería en agosto de 2014 y posteriormente se integró en la escuela; la situación de la autora no era distinta de la de muchos padres con un empleo remunerado. La autora debería haber podido encontrar un puesto idéntico al que tenía al principio de su estancia en Suiza. Las autoridades consideraron que la autora no podía pretender que hubiera tenido un comportamiento irreprochable, ya que había sido condenada por la venta de bienes robados.
4.18	Según la práctica del Comité, no le corresponde sustituir a las autoridades nacionales en la interpretación de la ley y la evaluación de los hechos y las pruebas, sino verificar la ausencia de arbitrariedad o denegación de justicia en la evaluación de las autoridades y cerciorarse de que el interés superior del niño haya sido una consideración primordial en esa evaluación. Teniendo en cuenta la actitud pasiva de la autora y su prolongada dependencia de la asistencia social, así como los diversos aspectos examinados en relación con la situación de T. A., el Estado parte está convencido de que la ponderación de los distintos intereses realizada por las autoridades no puede ponerse en entredicho, y que la decisión impugnada no puede considerarse contraria al principio del interés superior del niño.
4.19	El Comité ha aclarado, con respecto a la posibilidad de escuchar al niño, ya sea directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, que el niño puede estar representado por uno o ambos progenitores, un abogado o cualquier otra persona. Los intereses de T. A. en el procedimiento interno estuvieron representados por su madre, quien obtuvo representación legal durante el procedimiento para la defensa de sus intereses idénticos. La autora no afirma que existiera un conflicto de intereses, o un riesgo de tal conflicto entre sus posiciones respectivas. Por lo tanto, la autora estuvo en condiciones de representar adecuadamente los intereses de T. A. No indica qué elementos adicionales podría haber presentado T. A. ni en qué medida su audiencia podría haber influido en la determinación de los hechos o el procedimiento. En el momento de la decisión de la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones, T. A. tenía 8 años. Escuchar a niños de tan corta edad puede afectarles y tal vez no sea lo mejor para ellos si, como sucede en este caso, sus intereses son conocidos y no es probable que la celebración de una audiencia pueda arrojar luz sobre las cuestiones planteadas. Los intereses de T. A. fueron representados de forma adecuada y suficiente por la autora y su representante legal, por lo que no se vulneró el artículo 12 de la Convención.
4.20	Las garantías previstas en los artículos 16 y 37 de la Convención se superponen con aspectos pertinentes del principio del interés superior del niño. La expulsión de la autora y de T. A. a Kosovo es compatible con este principio.
		Comentarios de la autora sobre las observaciones del Estado parte
5.1	En sus comentarios de fecha 14 de octubre de 2022, la autora admite que las pruebas y los argumentos sobre la relación T. A. con su padre carecen de veracidad. En sus declaraciones ante el Comité, exageró el nivel de contacto de T. A. con su padre. En realidad, la carta del padre de T. A. fue escrita y firmada por ella misma. Retira sus argumentos relativos a la vulneración del artículo 16 de la Convención por lo que se refiere a la relación de T. A. con su padre. Mantiene únicamente los aspectos de su reclamación al amparo del artículo 16 que no atañen a esta relación, a saber, la injerencia arbitraria en el “domicilio” de T. A. La autora se siente aterrorizada ante la perspectiva de la expulsión y las consecuencias que esta pueda tener para su hijo. Su estrés emocional la llevó a cometer el grave error de juicio de inventar la carta del padre de T. A. y de exagerar el nivel de contacto del niño con su padre. La autora mantiene sus otras reclamaciones que no tienen que ver con la cuestión de la relación de T. A. con su padre. No adjuntó la demanda presentada ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en el marco de este procedimiento porque no logró que su antiguo abogado le remitiera una copia[footnoteRef:9]. [9: 		Se le pidió en dos ocasiones que presentara una copia y respondió que no podía encontrarla.] 

5.2	En cuanto al argumento del Estado parte de que los derechos que invocó en su comunicación ante el Comité son idénticos o equiparables a los derechos consagrados en el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, la autora afirma que la posición del Estado parte carece de fundamento jurídico y contraviene claramente la naturaleza de la Convención sobre los Derechos del Niño. El derecho que la autora invocó ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos es el amparado por el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que protege el derecho al respeto a la vida privada y familiar. No es posible que el Tribunal considerara los derechos específicos del niño que la autora ha planteado en la presente comunicación, que no están “abarcados” por dicho artículo y no cuentan con una disposición correspondiente en el Convenio Europeo de Derechos Humanos. El Tribunal no pudo haber examinado la reclamación relativa a la violación del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.
5.3	La autora ha denunciado una vulneración del principio de no devolución amparado por el artículo 37 de la Convención por la expulsión de T. A. que no se planteó ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, porque la decisión de inadmisibilidad de este último se refiere únicamente a reclamaciones formuladas en relación con el artículo 8 y no el artículo 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, que sería la disposición correspondiente en dicho Convenio. El Tribunal se refirió al artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño únicamente para respaldar sus conclusiones con arreglo a sus propias disposiciones y jurisprudencia, a saber, el artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, y no como fundamento independiente de sus sentencias. El Tribunal no es competente a este respecto[footnoteRef:10]. El argumento de que el Tribunal interpreta y aplica el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño en sus decisiones relativas a los niños carece de fundamento jurídico. El Comité dispone de jurisprudencia específica sobre los aspectos procedimentales y sustantivos del artículo 3, que no pueden subsumirse en las declaraciones generales formuladas por el Tribunal en relación con la importancia del interés superior del niño. El hecho de que la autora no haya podido presentar una copia de su demanda ante el Tribunal no afecta a la admisibilidad de su comunicación, ya que el Tribunal no habría podido examinar las reclamaciones referidas específicamente al niño que plantea la autora. [10: 		Convenio Europeo de Derechos Humanos, art. 32, párr. 1: “La competencia del Tribunal se extiende a todos los asuntos relativos a la interpretación y aplicación del Convenio y de sus Protocolos que le sean sometidos en las condiciones previstas por los artículos 33, 34, 46 y 47”.] 

5.4	La situación de T. A. se planteó durante todo el procedimiento interno. El hecho de que los principales argumentos de la autora se refieran a ella misma no menoscaba en modo alguno su alusión expresa a la situación de T. A. La autora rebate los argumentos del Estado parte, que considera contradictorios, sobre la situación de T. A. descrita en el procedimiento interno. El propio Estado parte ha afirmado que la situación de T. A. se planteó en el procedimiento interno, aunque fuera de forma breve y resumida.
5.5	Los argumentos del Estado parte sobre la falta de agotamiento de los recursos internos en relación con los artículos 3 y 12 de la Convención deben rechazarse, dado que los derechos de T. A. fueron planteados y examinados por las autoridades nacionales. La autora sostiene que estos artículos están estrechamente vinculados y que no es posible determinar adecuadamente el interés superior de un niño sin escuchar y tener en cuenta sus opiniones, en particular si tiene una edad en la que estas pueden razonablemente ser tenidas en cuenta. T. A. tenía 8 años cuando la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones adoptó su decisión denegatoria, y 10 años cuando se dictó la decisión final. Como ha señalado el Comité, no es posible una aplicación correcta del artículo 3 si no se respetan los componentes del artículo 12[footnoteRef:11]. Puesto que se planteó el interés superior de T. A. y que este se vio afectado por la decisión de expulsión a Kosovo, debería habérsele dado la posibilidad de expresar su opinión. [11: 		Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 12 (2009), párr. 74.] 

[bookmark: _Hlk193970371]5.6	Las autoridades no pudieron determinar adecuadamente el interés superior de T. A. porque no se solicitó ni se tomó en consideración su opinión. El derecho a ser escuchado es fundamental para hacer efectivo el derecho del niño a que su interés ocupe un lugar central en todas las decisiones que le conciernan. En la evaluación del interés superior del niño se debe respetar el derecho del niño a expresar sus opiniones libremente, y estas deben tenerse en cuenta en los asuntos que le conciernan[footnoteRef:12], lo que incluye los procedimientos de inmigración en los que el niño (o sus padres) puedan estar involucrados. El Comité ha confirmado la interdependencia de los derechos consagrados en los artículos 3 y 12 de la Convención y ha concluido que la ausencia de una audiencia directa con el niño constituye una violación de los artículos 3 y 12 de la Convención[footnoteRef:13]. El Comité ha considerado que se había vulnerado el artículo 12 incluso en ausencia de una invocación expresa en los procedimientos internos[footnoteRef:14]. En el asunto M. K. A. H. c. Suiza, el Comité no compartió el argumento del Estado parte de que el niño habría debido demostrar él mismo su capacidad de discernimiento y solicitar explícitamente ser escuchado[footnoteRef:15]. La determinación del interés superior del niño exige que la situación de este último se evalúe por separado, independientemente de los motivos por los que sus padres hayan presentado una solicitud de asilo. [12: 		Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 14 (2013), párrs. 6 c) y 14 b).]  [13: 		K. S. y M. S. c. Suiza (CRC/C/89/D/74/2019), párr. 7.8.]  [14: 		E. A. y U. A. c. Suiza, párrs. 7.3 y 7.4.]  [15: 		M. K. A. H. c. Suiza (CRC/C/88/D/95/2019), párr. 10.11.] 

5.7	El hecho de que el Estado parte no escuche a los niños implicados en procedimientos de inmigración es un problema sistémico en el Estado parte, incluso cuando el niño inmigrante formula una solicitud específica a tal efecto. El Comité ha observado que la falta general de aplicación del artículo 12 en el caso de los niños inmigrantes es problemática[footnoteRef:16]. [16: 		CRC/C/CHE/CO/5-6, párr. 20 a).] 

5.8	Por lo que respecta al fondo, la autora afirma que el análisis de la situación de T. A. en el procedimiento interno se centró estrictamente en su corta edad, llegándose a la conclusión de que podría adaptarse fácilmente a un nuevo entorno, pero sin que se realizara ningún otro tipo de análisis. Lo cierto es que ninguna de las reclamaciones de fondo formuladas por la autora en relación con los artículos 3, 16 y 37 de la Convención fue examinada por los tribunales. Las decisiones cantonales se centraron en el aspecto de la “vida privada” del artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos en relación con la autora, y no con T. A., a quien se trata como auxiliar y no como titular de derechos en virtud de la Convención. La decisión de expulsión de T. A. era manifiestamente contraria a su interés superior y, al tomarla, las autoridades dieron deliberadamente primacía al interés público de salvaguardar el bienestar económico de Suiza por encima del interés particular del niño de evitar un desarraigo traumático al trasladarlo a Kosovo, donde pertenecería a una minoría discriminada y acosada. Cuando se otorga primacía a un interés distinto del que incumbe al niño, la obligación de las autoridades nacionales de justificar su decisión es especialmente importante y exhaustiva. Las decisiones judiciales no tuvieron en cuenta los factores que el Comité ha establecido como necesarios para un análisis adecuado del interés superior del niño y, en consecuencia, las decisiones de los tribunales cantonales y del Tribunal Federal fueron arbitrarias y constituyeron una denegación de justicia.
5.9	Durante todo el procedimiento interno, T. A. se encontraba en una edad en la que era capaz de pronunciarse con respecto a su expulsión a Kosovo, donde había visitado la localidad natal de su madre. Habría podido expresar una opinión concreta sobre las realidades y las dificultades específicas que enfrentaría. El hecho de que las autoridades no escucharan el punto de vista de T. A. refleja una falta de consideración de las circunstancias específicas que rodean su caso y pone de manifiesto que no se evaluó la existencia de un riesgo de que se vulnerara de la Convención teniendo en presentes las realidades de Kosovo.
5.10	Los derechos reconocidos en los artículos 16 y 37 de la Convención no tienen el mismo alcance que los del artículo 3. En cuanto a la injerencia arbitraria en el “domicilio” de T. A. en el sentido del artículo 16 y el daño irreparable que sufriría en el sentido del artículo 37, la autora recuerda que T. A. nació en Ginebra, donde ha pasado toda su vida. A excepción de dos breves visitas a su abuela enferma, no conoce en absoluto Kosovo. Solo habla francés. La autora ya vivía en Ginebra desde hacía diez años cuando dio a luz a T. A. y hablaba con fluidez el francés, idioma en el que decidió criarlo. Para T. A., la expulsión constituiría un alejamiento profundo y traumático de todo lo que le resulta familiar, y le causaría un daño psicológico irreparable.
5.11	La autora y su hijo pertenecen a la minoría cristiana ortodoxa serbia de Kosovo, donde la mayoría de la población está compuesta por albanokosovares que hablan albanokosovar y practican el islam. Antes del conflicto, vivían en Kosovo cerca de 300.000 serbios. Actualmente quedan unos 150.000, menos del 10 % de la población. La mayoría de los serbios de Kosovo viven en enclaves. La minoría serbia sufre una importante discriminación, así como acoso, estigmatización e incluso violencia por parte de la mayoría albanesa. T. A. sería excepcionalmente vulnerable debido a su corta edad, la falta de una red cultural o social y su desconocimiento de los idiomas. Sería incapaz de entenderse o de explicarse en ningún contexto, y mucho menos de defenderse del acoso, la estigmatización y la violencia por motivo de su origen étnico. Sus progresos educativos se verían interrumpidos porque le resultaría imposible integrarse en el plan de estudios de Kosovo hasta que dominara uno de los idiomas locales, y su acceso a la escuela se vería obstaculizado por pertenecer a un grupo minoritario objeto de discriminación. Su expulsión sería disruptiva y tendría efectos duraderos e irreversibles en su desarrollo.
5.12	El Comité ha considerado que la discriminación social sistémica, que incluye el acoso y la estigmatización de un niño, es un factor pertinente para evaluar la obligación de no devolución[footnoteRef:17]. Las dificultades específicas a las que T. A. se enfrentaría en Kosovo debido a la discriminación sistémica se plantearon durante el procedimiento, pero las autoridades nunca las examinaron. Estas se basaron en dos presunciones generales para justificar su decisión de expulsión. La primera era que en la actualidad la expulsión de serbios a Kosovo estaba autorizada por el ordenamiento suizo y, en general, no incumplía los compromisos internacionales del Estado parte. Esta presunción se basaba en una decisión de la Secretaría de Estado de Migración y fue invocada por la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones y por los tribunales cantonales para excluir la necesidad de una evaluación individualizada de las consecuencias previsibles para la autora y para T. A. de su expulsión a Kosovo. La localidad de origen de la autora, en la zona occidental de Kosovo, está dominada por los albanokosovares y fue escenario de violencia interétnica durante la guerra. De los 2.000 serbios que huyeron de la violencia, solo unos pocos regresaron, y durante años estuvieron protegidos por la Fuerza Internacional de Seguridad en Kosovo. Esta localidad no sería un lugar seguro para la autora y T. A. La autora se vería obligada a buscar un nuevo hogar en un Kosovo desconocido y étnicamente fragmentado, que no existía cuando llegó a Suiza. Estas circunstancias nunca fueron consideradas desde el punto de vista de T. A. [17: 		A. B. c. Finlandia (CRC/C/86/D/51/2018), párr. 12.2.] 

5.13	La segunda presunción, de que T. A., al no haber entrado aún en la adolescencia, se integraría fácilmente en un nuevo entorno, prescinde de un análisis individualizado de las realidades que afrontaría el niño en Kosovo. Según la jurisprudencia suiza, se presume que los adolescentes —es decir, los niños de edades comprendidas entre los 12 y los 16 años— han desarrollado fuertes vínculos sociales y culturales con el país de acogida y, por tanto, su expulsión podría representar un “desarraigo brutal” y sería potencialmente “inejecutable”. Se presume que los niños que aún no han alcanzado esta edad no tienen vínculos fuertes con su país de acogida, sino más bien con su país de origen, a través de sus padres. Su expulsión es “ejecutable” y no contravendría obligaciones internacionales. Al aplicar este análisis centrado en la edad, las autoridades afirman haber cumplido con las obligaciones que les incumben, en virtud del artículo 3 de la Convención, de tener en cuenta el interés superior del niño. Los tribunales cantonales y la Oficina Cantonal de la Población y las Migraciones aplicaron mecánicamente estas reglas a T. A. sin conceder importancia a otros factores en la ponderación de intereses y sin tener en cuenta de manera individualizada las consecuencias que tendría para él la expulsión. Las autoridades no tomaron en consideración las circunstancias específicas que enfrentaría T. A. como miembro de una minoría étnica discriminada. Una evaluación individualizada de estas circunstancias habría demostrado que la expulsión de T. A. era contraria a sus intereses superiores y vulneraría el principio de no devolución establecido en el artículo 37 de la Convención[footnoteRef:18]. [18: 		Comité de los Derechos del Niño, observación general núm. 14 (2013), párr. 97.] 

5.14	T. A. es un “inmigrante” solo formalmente y no tiene ninguna conexión significativa con ningún otro país, ni “a través de sus padres” ni de ningún otro modo. Su expulsión constituiría una injerencia arbitraria en su “domicilio” en el sentido del artículo 16 de la Convención porque no se tuvieron debidamente en cuenta sus intereses. La decisión de proceder a su expulsión habría requerido que el Estado parte demostrara un interés público particularmente apremiante en llevarla a cabo. La autora no constituye una amenaza para el orden público; se la expulsa por su deuda económica con los servicios sociales, por lo que no se ha demostrado que exista tal motivo. En el asunto Hasanbasic c. Suiza[footnoteRef:19], el Tribunal consideró que la expulsión de un inmigrante de larga duración exclusivamente por motivo de sus deudas con los servicios sociales constituía una violación del artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, teniendo en cuenta la duración de su estancia y su integración en Suiza. El interés público de garantizar el “bienestar económico” del país no era suficiente, según el Tribunal, para justificar una importante injerencia en el derecho al respeto a la vida privada y familiar. La autora considera que existen motivos de peso para que el Comité siga el razonamiento del Tribunal. [19: 		Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Hasanbasic c. Suisse, demanda núm. 52166/09, sentencia, 11 de junio de 2013, párr. 66.] 

		Observaciones adicionales del Estado parte
6.	En sus observaciones adicionales de 17 de febrero de 2023, el Estado parte señala que la autora reconoce que presentó la relación entre T. A. y su padre de manera exagerada y que las pruebas que había incluido en el expediente eran falsas. Esta conducta de la autora demuestra su evidente mala fe. Si bien es cierto que la expulsión impugnada plantearía ciertas dificultades a T. A., parece que la autora está dispuesta a hacer cualquier cosa, incluso hasta el punto de falsificar pruebas, para evitar la expulsión. El argumento de la autora de que el abogado que la representó ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos no pudo localizar su solicitud no es pertinente, ya que la autora podría haberla recibido fácilmente del propio Tribunal. El Estado parte obtuvo de este último una copia de la demanda. En ella se puede constatar que la situación de T. A. se destacó en la misma medida que la de la autora, puesto que se le dedicaron varios párrafos de forma específica. Las reclamaciones formuladas ante el Comité, al menos aquellas respecto de las cuales la autora ha agotado los recursos internos, fueron planteadas en cuanto al fondo ante el Tribunal. Por tanto, la demanda se refería a la misma cuestión que es objeto del procedimiento ante el Comité. Por último, en el asunto Hasanbasic c. Suiza, el Tribunal consideró que el bienestar económico podía servir como objetivo legítimo para denegar la renovación de un permiso de residencia, pero ese motivo debía evaluarse a la luz de todas las circunstancias. No obstante, esa demanda se refería a la no renovación del permiso de residencia de un hombre de 57 años que había vivido en Suiza durante muchos años, tenía problemas de salud y era beneficiario de una pensión de invalidez parcial, y cuya esposa tenía un permiso de residencia en Suiza, donde había vivido durante más de 40 años. Las circunstancias no son comparables a las del presente caso, que se refiere a un niño de corta edad y sano, ninguno de cuyos familiares tiene un permiso de residencia permanente.
		Comentarios de la autora sobre las observaciones adicionales del Estado parte
7.	En sus comentarios de 12 de mayo de 2023, la autora solicita que su error de juicio no se atribuya a su hijo. En cuanto al reproche del Estado parte sobre la obtención de una copia de su demanda, la autora explica que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos no facilita copias a los demandantes. El hecho de que el Estado parte haya podido obtenerla pone de manifiesto una desigualdad fáctica entre los demandantes y los Estados, más que una falta de diligencia por su parte. Afirma que no habría logrado obtener una copia siguiendo las propias instrucciones del Tribunal en su formulario.
		Deliberaciones del Comité
		Examen de la admisibilidad
8.1	Antes de examinar toda reclamación formulada en una comunicación, el Comité debe decidir, de conformidad con el artículo 20 de su reglamento, si la comunicación es admisible en virtud del Protocolo Facultativo.
8.2	El Comité señala que, en virtud del artículo 7 d) del Protocolo Facultativo, el Comité declara inadmisible una comunicación cuando el mismo asunto ya ha sido examinado por el Comité o ha sido o está siendo examinado con arreglo a otro procedimiento de examen o arreglo internacional. Recuerda que por “el mismo asunto”, en el sentido de la disposición mencionada, debe entenderse una misma denuncia relativa al mismo autor, los mismos hechos y las mismas cuestiones de fondo[footnoteRef:20]. [20: 		A. B. c. Finlandia, párr. 11.2; y M. F. c. Suiza (CRC/C/94/D/125/2020), párr. 6.2.] 

8.3	El Comité observa que, el 30 de abril de 2021, la autora presentó una demanda ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en su nombre y en el de T. A. Observa asimismo que, mediante decisión de fecha 1 de julio de 2021, el Tribunal declaró inadmisible la demanda y consideró, a la luz de todas las pruebas de que disponía y en la medida en que los hechos denunciados eran de su competencia, que no revelaba ningún indicio de violación de los derechos y libertades garantizados por el Convenio Europeo de Derechos Humanos o sus Protocolos, y que no se cumplían los criterios de admisibilidad establecidos en los artículos 34 y 35 del Convenio. El Comité observa además que el razonamiento expuesto por el Tribunal en su decisión implicaba necesariamente cierto grado de examen del fondo del asunto, aunque fuera limitado, puesto que declaró inadmisible la demanda porque no ponía de manifiesto ningún indicio de violación de los derechos y libertades garantizados por el Convenio Europeo de Derechos Humanos o sus Protocolos y porque no se cumplían los criterios de admisibilidad establecidos en los artículos 34 y 35 del Convenio. Por consiguiente, el Comité considera que el Tribunal no se limitó a un mero examen de los criterios de admisibilidad puramente formales, sino que tuvo en cuenta el fondo de la demanda[footnoteRef:21]. [21: 		Véase, en este sentido, M. F. c. Suiza, párr. 6.3.] 

8.4	El Comité observa que la autora ha afirmado que el contenido de la demanda presentada ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos era distinto del que es objeto de la presente comunicación, pero no facilitó una copia de la demanda. El Comité señala la importancia de verificar el contenido de las demandas presentadas ante el Tribunal para garantizar la admisibilidad de la comunicación en virtud del artículo 7 d) del Protocolo Facultativo. No obstante, el hecho de que la autora no aportara una copia de dicha demanda ha impedido al Comité determinar la existencia de res judicata, de conformidad con el artículo 7 d) del Protocolo Facultativo. El Comité lamenta además que la autora incluyera pruebas falsificadas en el expediente. A la luz de todo lo que antecede, el Comité considera que el hecho de que la autora no le facilitara una copia de su demanda ante el Tribunal y le presentara documentación falsificada constituye un abuso del derecho a presentar comunicaciones[footnoteRef:22]. Por lo tanto, el Comité declara la comunicación inadmisible en virtud del artículo 7 c) del Protocolo Facultativo. [22: 		Ibid., párr. 6.4.] 

9.	Por consiguiente, el Comité decide:
	a)	Que la comunicación es inadmisible en virtud del artículo 7 c) del Protocolo Facultativo;
	b)	Que la presente decisión se ponga en conocimiento de la autora de la comunicación y del Estado parte.
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